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ACCIÓN POPULAR – UNIDADES SANITARIAS PARA DISCAPACITADOS – NO EXISTE DISCRIMINACIÓN – NO EXISTE OBLIGACIÓN LEGAL – RIESGO DE SEGURIDAD - NIEGA – CONFIRMA - “De la demanda se desprende que su objeto es que se conmine a la entidad bancaria para que adecue en la instalación física donde funciona, servicios sanitarios para el uso del público en general y aptos, adicionalmente, para los discapacitados físicos que se movilizan en sillas de ruedas.
(…)

No hay duda de que en la entidad financiera no existen servicios sanitarios al servicio de sus clientes y usuarios, tal como se deduce de la respuesta por ella entregada  y el informe de la Dirección Operativa de Control Físico de la Alcaldía Municipal que, previa visita al local, concluye que “… al interior de la entidad financiera Banco BBVA localizada en la Cra. 7ª No. 19-68, no existen baterias sanitarias para uso exclusivo (o compartido) de ciudadanos discapacitados que se movilizan en silla de ruedas. Los únicos baños existentes son de uso exclusivo del personal que labora en le banco.”  

Y aunque la especial protección de la que son sujetos personas con disminución física, en aras de evitar situaciones de discriminación, es un hecho cierto, vista la cuestión de manera objetiva, no encuentra la Sala de qué manera se les amenazan los derechos invocados con la inexistencia de unidades sanitarias, a las que, bueno es recordarlo, tampoco tienen acceso las personas sin ese tipo de limitaciones, lo que es importante resaltar, porque queda en evidencia que aquella comunidad no está sometida a barreras físicas o de otra índole que le impida participar en igualdad de condiciones con los demás individuos de los servicios que ofrece el Banco BBVA BILVAO VIZCAYA ARGENTARIA COLOMBIA SA, sucursal carrera 7ª No. 19-68 de la ciudad de Pereira, por no tener adecuados servicios sanitarios en el lugar donde se despliega la actividad bancaria. 

Adicionalmente, debemos tener presente que la citada Ley 361 de 1997 que trae a colación el coadyuvante, no obligó a las empresas que hacen parte de la banca a que construyan dentro de sus instalaciones los servicios a que se hace referencia. De su lado, las leyes 1328 de 2009 y 1618 de 2013, que regularon, en su orden, lo referente a normas en materia financiera y a disposiciones con el fin de garantizar el ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad, no imponen de manera expresa en ninguno de sus artículos la obligación de que los bancos deban tener baños públicos o para personas limitadas, en sus instalaciones. En efecto, los artículos 7º y 8º de la primera ley citada, respecto a las obligaciones especiales de las entidades vigiladas y sistema de atención al consumidor financiero, nada dispone sobre el tema; ni mucho menos el artículo 14 de la segunda ley mencionada que simplemente hace referencia en su numeral 6º sobre el acceso y accesibilidad de las personas con discapacidad a que se asegure “… que todos los servicios de baños públicos sean accesibles para las personas con discapacidad”, pero respecto a las a entidades del orden nacional, departamental, distrital y local, nada que tenga que ver con entidades financieras.
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Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo





Pereira, JUNIO 20 DE 2017




Expediente 66001-31-03-005-2015-00031-01

                                     
Decide la Sala el recurso de apelación que contra la sentencia del 7 de junio de 2016, proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, interpuso Andrés Mauricio Arboleda, con la coadyuvancia de Javier Elías Arias Idárraga, en esta acción popular que contra el banco BBVA BILVAO VIZCAYA ARGENTARIA COLOMBIA S.A., sucursal carrera 7ª No. 19-68 de Pereira, promovió. 





ANTECEDENTES





A nombre propio, acudió a la acción popular Andrés Mauricio Arboleda contra el Banco BBVA COLOMBIA, sucursal carrera 7ª No. 19-68 de Pereira, porque esta entidad financiera vulnera “… los literales, h, m ley 472 de 1998, al no construir las unidades sanitarias públicas para discapacitados que se movilicen en silla de ruedas”

  



En torno a ello narró que la accionada presta sus servicios al público en un edificio de acceso general, en el que no existen servicios sanitarios al uso de la ciudadanía y, en particular, para el de personas con discapacidades físicas que se movilicen en silla de ruedas, con desconocimiento de la Ley 361 de 1997. 

   



Pidió, en consecuencia, que se declarara la vulneración de tales derechos y que se ordenara a la entidad realizar el baño público para las personas discapacitadas. 





Admitida la demanda el 4 de febrero de 2015, se dispuso el traslado al banco accionado, enterar a la entidad territorial y la notificación a la Defensoría del Pueblo; igualmente informar a la comunidad sobre el inicio de la acción y comunicar a los Juzgados Civiles del Circuito y Administrativos con el fin de que informen si están conociendo acción popular en contra de la demandada
. 

  



Luego de aclarado el punto sobre a quién corresponde la publicación del aviso a la comunidad, la cual al final se hizo por intermedio de la emisora de la Policía Nacional
, y con la intervención del Municipio de Pereira
, se pronunció la entidad financiera por medio de apoderado judicial para referirse a los hechos, oponerse a las pretensiones y propuso como excepciones las que nominó “AFECTACIÓN DEL DERECHO FUNDAMENTAL A LA VIDA Y DEL DERECHO COLECTIVO A LA SEGURIDAD PÚBLICA CON LA INSTALACIÓN DE BATERÍAS SANITARIAS AL INTERIOR DE LA SUCURSAL DEMANDADA”, “IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN POPULAR POR FALTA DE REQUISITOS”, “AUSENCIA DE VULNERACIÓN DE DERECHOS E INTERESES COLECTIVOS”, “IMPOSIBILIDAD DE PRESUMIR LA AFECTACIÓN DE UN DERECHO COLECTIVO A PARTIR DEL INCUMPLIMIENTO DE NORMAS”, “LA FUNCIÓN PRINCIPAL QUE DESARROLLA EL BBVA COLOMBIA S.A. EN SU CALIDAD DE ESTABLECIMIENTO BANCARIO, IMPOSIBILITAN ACCEDER A LA SOLICITUD DEL ACTOR POPULAR”, DIRECTRICES DE LA SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA” y “ COMPROMISO PERMANENTE DEL BBVA COLOMBIA S.A. CON LAS PERSONAS EN SITUACIÓN DE DISCAPACIDAD”. Ellas hacen relación, en síntesis y en su orden, a que en Colombia a ninguna entidad bancaria se le exige proveer o adecuar servicios sanitarios para sus clientes y usuarios dado que pondría en grave riesgo su seguridad; no se ha demostrado por parte del actor la vulneración del derecho colectivo. Agrega, además, que la función principal de la entidad bancaria es la captación de dinero lo que exige la implementación de medidas de seguridad que no podrían abarcar los baños debido a la privacidad que ellos encierran, sin que ello conlleve al desconocimiento de los derechos colectivos de las personas en situación de discapacidad.
 

 



Se convocó a la audiencia de pacto de cumplimiento a la que, como ya es costumbre, no acudió la parte demandante; la fase probatoria transcurrió con el decreto de pruebas documentales, comunicaciones a la Secretaría de Planeación Municipal de Pereira y testimoniales, de esta última se desistió por el apoderado de la parte demandada (ver cuaderno No. 3); aceptada la intervención del coadyuvante se procedió al traslado para alegar de conclusión, derecho del que las partes hicieron uso, al igual que la Alcaldía Municipal
, se dictó sentencia de primer grado que negó las súplicas del actor popular.

  



Para resolver así, inicialmente trajo a colación los presupuestos para que proceda la acción constitucional, la normativA que rige el asunto en cuanto a las personas con discapacidad como en materia financiera, concluyendo que la Superintendencia Financiera no ha impuesto obligación alguna a los entes crediticios para que en el lugar donde prestan sus servicios al público instalen baterías de baños para las personas en situación de discapacidad. Agrega en su fallo que si bien el legislador ha establecido normas para eliminar las barreras físicas y arquitectónicas que dificultan el acceso a las personas con locomoción disminuida, lo cierto es que de ellas no se desprende que las entidades financieras como prestadoras de servicios al público, estén obligadas a construir módulos de baños para el servicio de personas con limitación. 

                                     
No quedó conforme el coadyuvante ni el demandante, los cuales hicieron descansar sus réplicas, el primero, en que las leyes que rigen el asunto no excluyen a las entidades bancarias del deber legal de tener baños públicos para discapacitados. Además, está probada la vulneración dado que la misma entidad accionada admite no tener baños públicos.
. El segundo, solicita “… amparar la acción popular, al estar pidiendo una igualdad entre los ciudadanos menos favorecidos, cuya protección especial hace parte de la razón de nuestro estado de derecho.”; solicita igualmente condena en costas y agencias en derecho a su favor.
 


Se procede a resolver lo pertinente previas las siguientes,

  



CONSIDERACIONES

  



Se recuerda que las acciones populares para la protección de intereses colectivos fueron elevadas a rango constitucional en 1991, como se lee en el artículo 88 de la Carta Política; su regulación le fue deferida al legislador y éste, en ejercicio de esa facultad, expidió la Ley 472 de 1998, en la que desarrolló aquella norma y dispuso que tales acciones “(...) se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible...”, y proceden contra la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares que hayan violado o amenacen violar aquellos derechos (art. 9, ibídem). 

Valga acotar que la legitimación de las partes en este asunto no se remite a duda, porque el demandante la tiene en virtud de lo dispuesto por el numeral 1º del artículo 12 de la citada ley, que señala que se encuentra legitimada en la causa por activa toda persona natural o jurídica, además de las organizaciones y entidades públicas que allí se mencionan; situación que se presenta en este proceso respecto al actor que como persona natural tiene derecho sin que sea necesaria la comparecencia de los demás afectados con la vulneración endilgada, ni que se requiera demostrar que sufra una disminución física, pues debe recordarse que el actor representa a toda la comunidad, situación que lleva a la conclusión de que su actuar es completamente legal.
 
Igualmente, la entidad demandada se encuentra legitimada por pasiva
, ya que tiene abierto el establecimiento bancario del cual se afirma que causa el agravio común, hecho que no fue discutido. 
 
De la demanda se desprende que su objeto es que se conmine a la entidad bancaria para que adecue en la instalación física donde funciona, servicios sanitarios para el uso del público en general y aptos, adicionalmente, para los discapacitados físicos que se movilizan en sillas de ruedas. 

 
Precisamente, la Carta Política actual señala en su artículo 13 que es deber del Estado proteger especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta y sancionar los abusos que contra ellas se cometan, lo que guarda armonía con el artículo 47 de la misma obra.  Estas normas sirvieron de fundamento a la expedición de la Ley 361 de 1997, cuyo título IV se ocupa de las “las normas y criterios básicos para facilitar la accesibilidad de las personas con movilidad reducida, sea ésta temporal o permanente” y prevé en su parágrafo que “Los espacios y ambientes descritos en los artículos siguientes, deberán adecuarse, diseñarse y construirse de manera que se facilite el acceso y tránsito seguro de la población en general y en especial de las personas con limitación”.

Adicionalmente, el artículo 44 se refiere al principio de accesibilidad que la entiende como “la condición que permite en cualquier espacio o ambiente interior o exterior, el fácil y seguro desplazamiento de la población en general, y el uso en forma confiable y segura de los servicios instalados en estos ambientes. Por barreras físicas se entiende a todas aquellas trabas, irregularidades y obstáculos físicos que limiten o impidan la libertad o movimiento de las personas”, mientras que el artículo 45 enseña que “Son destinatarios especiales de este título, las personas que por motivo del entorno en que se encuentran, tienen necesidades esenciales y en particular los individuos con limitaciones que les haga requerir de atención especial, los ancianos y las demás personas que necesiten de asistencia temporal” y el 46 que “La accesibilidad es un elemento esencial de los servicios públicos a cargo del Estado y por lo tanto deberá ser tenida en cuenta por los organismos públicos o privados en la ejecución de dichos servicios”.

 
Más aún. El artículo 47 dispone que “La construcción, ampliación y reforma de los edificios abiertos al público y especialmente de las instalaciones de carácter sanitario, se efectuarán de manera tal que ellos sean accesibles a todos los destinatarios de la presente ley. Con tal fin, el Gobierno dictará las normas técnicas pertinentes, las cuales deberán contener las condiciones mínimas sobre barreras arquitectónicas a las que deben ajustarse los proyectos, así como los procedimientos de inspección y de sanción en caso de incumplimiento de estas disposiciones…”. 

   


Ahora bien, la demanda popular procede contra toda acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares que hayan violado o amenacen violar derechos e intereses colectivos. Constituyen elementos necesarios para esa clase de acciones los siguientes: a) la acción u omisión de la autoridad o del particular demandado; b) un daño contingente, peligro o amenaza o vulneración de derechos o intereses  colectivos y c) la relación de causalidad entre esa acción u omisión y el daño, amenaza o vulneración.

  



Por tanto, esos precisos eventos deben ser demostrados en forma idónea y de conformidad con el artículo 30 de la citada Ley 472 pesa sobre el actor popular la consiguiente carga probatoria, a no ser que por razones económicas o técnicas, esté en incapacidad de cumplirla.

  



Se debe examinar en este caso si la ausencia de baterías sanitarias en el banco demandado amenaza los derechos cuyo amparo se solicita; esto es, si perturba al público en general, y en especial a la población minusválida o que se movilice en silla de ruedas que debe acudir a dicha entidad.

  



No hay duda de que en la entidad financiera no existen servicios sanitarios al servicio de sus clientes y usuarios, tal como se deduce de la respuesta por ella entregada
 y el informe de la Dirección Operativa de Control Físico de la Alcaldía Municipal que, previa visita al local, concluye que “… al interior de la entidad financiera Banco BBVA localizada en la Cra. 7ª No. 19-68, no existen baterias sanitarias para uso exclusivo (o compartido) de ciudadanos discapacitados que se movilizan en silla de ruedas. Los únicos baños existentes son de uso exclusivo del personal que labora en le banco.”
 

  



Y aunque la especial protección de la que son sujetos personas con disminución física, en aras de evitar situaciones de discriminación, es un hecho cierto, vista la cuestión de manera objetiva, no encuentra la Sala de qué manera se les amenazan los derechos invocados con la inexistencia de unidades sanitarias, a las que, bueno es recordarlo, tampoco tienen acceso las personas sin ese tipo de limitaciones, lo que es importante resaltar, porque queda en evidencia que aquella comunidad no está sometida a barreras físicas o de otra índole que le impida participar en igualdad de condiciones con los demás individuos de los servicios que ofrece el Banco BBVA BILVAO VIZCAYA ARGENTARIA COLOMBIA SA, sucursal carrera 7ª No. 19-68 de la ciudad de Pereira, por no tener adecuados servicios sanitarios en el lugar donde se despliega la actividad bancaria. 

    

 

Adicionalmente, debemos tener presente que la citada Ley 361 de 1997 que trae a colación el coadyuvante, no obligó a las empresas que hacen parte de la banca a que construyan dentro de sus instalaciones los servicios a que se hace referencia. De su lado, las leyes 1328 de 2009 y 1618 de 2013, que regularon, en su orden, lo referente a normas en materia financiera y a disposiciones con el fin de garantizar el ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad, no imponen de manera expresa en ninguno de sus artículos la obligación de que los bancos deban tener baños públicos o para personas limitadas, en sus instalaciones. En efecto, los artículos 7º y 8º de la primera ley citada, respecto a las obligaciones especiales de las entidades vigiladas y sistema de atención al consumidor financiero, nada dispone sobre el tema; ni mucho menos el artículo 14 de la segunda ley mencionada que simplemente hace referencia en su numeral 6º sobre el acceso y accesibilidad de las personas con discapacidad a que se asegure “… que todos los servicios de baños públicos sean accesibles para las personas con discapacidad”, pero respecto a las a entidades del orden nacional, departamental, distrital y local, nada que tenga que ver con entidades financieras.
  



Ahora, más allá de esta circunstancia, está el hecho de que por elementales razones de seguridad, en relación con los bienes que allí se almacenan (el dinero, por ejemplo), sino, y más importante que eso, de todas las personas que acuden a esa clase de entidades que deben ser protegidas contra el riesgo que implica la naturaleza misma de los servicios que se ofrecen, lo que deja ver que no es descabellada la conclusión, según la cual, obligar a que este tipo de construcciones tenga dentro de su espacio instalaciones sanitarias para el público en general, que por obvias razones no podrían ser vigiladas en su interior, bien puede convertirse en un medio propicio para actividades criminales, en perjuicio de la seguridad, tanto de las personas con limitaciones físicas, como de la colectividad en general, lo que haría más gravoso el remedio que aquí se busca, en detrimento de aquel principio constitucional de que lo particular debe ceder a lo general.




Por ello, el fallo será prohijado en esta instancia, sin lugar a condena en costas, por preverlo así el artículo 38 de la Ley 472 de 1998.
 



DECISIÓN 





En armonía con lo expuesto, la Sala Civil –Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia del 7 de junio de 2016, proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, en la acción popular que interpuso Andrés Mauricio Arboleda, con la coadyuvancia de Javier Elías Arias Idárraga, frente al Banco BBVA BILVAO VIZCAYA ARGENTARIA COLOMBIA S.A., sucursal carrera 7ª No. 19-68 de Pereira.  
   



Sin costas.





Notifíquese.





Los Magistrados,





JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                   DUBERNEY GRISALES HERRERA

� Ver pretensión 1


� Fls. 4 y 5, c. 1


� Fl. 105, c.1


� Fls. 23 a 29, c. 1


� Fls. 63 a 75, c. 1


� Fls. 129 a 140, c. 1


� Fl. 149, c. 1


� Fls. 150, c. 1


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del 22 de septiembre de 2007. Exp. 52001-23-31-000-2004-00092-01(AP). M.P. Ruth Stella Correa Palacio.   Ver también sentencia Consejo de Estado Sección Tercera del 21 de noviembre de 2002. Exp: AP-1815.


� Artículo 14 de la Ley 472 de 1998. “Personas Contra Quienes se Dirige la Acción. La Acción Popular se dirigirá contra el particular, persona natural o jurídica, o la autoridad pública cuya actuación u omisión se considere que amenaza, viola o ha violado el derecho o interés colectivo. En caso de existir la vulneración o amenaza y se desconozcan los responsables, corresponderá al juez determinarlos.”


� Fl. 63, c. 1. “Es cierto que en la sucursal del BBVA ubicada en la dirección mencionada no existen servicios sanitarios que puedan ser usados por la ciudadanía, debido a que por políticas de seguridad y por directrices de órganos de control,  no pueden existir lugares ajenos a la vigilancia y control, dentro de las sucursales del BBVA COLOMBIA S.A. ni dentro de las instalaciones de ninguna entidad financiera en el país” Respuesta al hecho “2” de la demanda.


� Ver folio 1 cuaderno No 2





